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1. Relación de los hechos principales expuestos por las partes intervinientes en el 

proceso o procedimiento. 

 
1.1. Denuncia:  

Mediante escrito de fecha 12 de setiembre de 2016, el señor Julio Cesar Jerí Carzola 

(en adelante, el señor Jerí o el denunciante), interpuso denuncia ante la Comisión de 

Protección al Consumidor N°1 (en adelante, la Comisión) contra Scotiabank Perú 

S.A.A (en adelante, Scotiabank o el Banco) por presunta infracción a los artículos 18º y 

19º del Código de Protección y Defensa del Consumidor. 

1.1.1. Fundamentos de Hecho y de Derecho: 
 

- El 09 de junio de 2015, el denunciante solicitó al Banco informes sobre el 

estado de los cheques emitidos el 25 de marzo de 2011 por AFP Integra por la 

suma de S/20,383.81 y S/. 2,377.02. 

- El 06 de agosto de 2015, el Banco comunicó al denunciante que ambos 

cheques de gerencia en MN N° 5441801 y N°5441802 habían sido cobrados 

por su persona, depositando parcialmente ese mismo día en su cuenta de 

ahorros y, posteriormente, retirados.  

- El 17 de setiembre de 2015, el denunciante solicitó al Banco copias de ambos 

cheques, registro de movimientos de cuentas, así como los videos de seguridad.  

- El 02 de octubre de 2015, el Banco brindó respuesta adjuntando copia de los 

cheques N° 5441801 y N°5441802 firmados, así como los movimientos de su 

cuenta. Adicional a ello, informó que debido al tiempo transcurrido no se pudo 

presentar la secuencia fotográfica (videos) de las operaciones materia de 

cuestionamiento. 

- El 11 de noviembre de 2015 el señor Jerí manifiesta su disconformidad ante las 

evidencia presentas por el Banco, en tanto consideró que estos eran ilegibles.  

- El 19 de noviembre de 2015, el Banco reitera su pronunciamiento remitiéndole 

copia de los dos cheques; no obstante, el señor Jerí considera que su firma 

había sido imitada y el número de su DNI estaba superpuesto.  

- Posteriormente, informa que acudió al Banco para firmar hasta en (10) 

oportunidades y consignar su DNI en un formato. 

 

1.1.2. Medios probatorios: 

Se ofrecieron como medios probatorios los siguientes documentos: 

- Copia de la Hoja del Libro de Reclamación N° 170-R-2015000242 de fecha 09 

de Junio de 2015. 

- Copia de la Carta de fecha 11 de junio de 2015, remitida por el denunciante. 

- Copia de la Carta de fecha 06 de agosto de 2015, remitida por el Banco. 

- Copia de la Carta de fecha 17 de setiembre de 2015, remitida por el 

denunciante. 

- Copia de la Carta de fecha 02 de octubre de 2015, remitida por el Banco.  

- Liquidación de Pensiones de Jubilación de fecha marzo de 2011. 
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1.2. Descargos 
Con fecha 22 de diciembre de 2016, el Banco Scotiabank presentó sus descargos ante 

la Comisión de Protección al Consumidor del INDECOPI, negándola y 

contradiciéndola, en base a las siguientes consideraciones:  

1.2.1. Fundamentos de Hecho y de Derecho: 

 

- En el presente caso, el señor Jerí sostuvo que el Banco habría permitido que 

terceros ilegítimamente cobren los cheques de gerencia en MN N° 54418101 y 

N° 54411802 por los importes de S/ 20,383.81 y S/2,377.02 respectivamente. 

- Al respecto, el Banco rechazó lo alegado por el señor Jerí y enfatizó que éste 

no habría presentado medio probatorio que acredite el defecto que se le ha 

imputado, puesto que solo habría fundamentado sus alegaciones con simples 

declaraciones de parte. 

- Dicho ello, solicita observar el Principio de Carga de la Prueba, la cual 

establece la obligación de probar los hechos alegados por la parte que lo 

manifiesta, siendo que en el presente caso no se habría acreditado el defecto 

denunciado por el señor Jerí. 

- Por otro lado, el Banco informa que realizó una pericia grafotécnica, en la cual 

concluyó que las tres firmas cuestionadas, los dos cheques y el voucher de 

depósito, proceden del puño y letra del señor Jerí.  

- Para mayor abundamiento, detalla que en el Informe Pericial se evaluaron las 

muestras cuestionadas frente a las 10 muestra graficas solicitadas al 

denunciante, la firma consignada en su Ficha RENIEC y la muestra gráfica 

contenida en su carta de fecha 10 de junio de 2015, concluyendo que las firmas 

en cuestión han sido debidamente suscritas  por el puño del propio 

denunciante. 

- Finalmente, agrega que el Informe Pericial fue efectuado por el perito Cesar 

Augusto Monge Dura con Código de Registro N° 180011982008 del Registro 

de Peritos Judiciales de la Corte Superior de Justicia de Lima. Refiere que el 

Informe Pericial debe ser evaluado en observancia al artículo 42° de la Ley de 

Procedimiento Administrativo General, el cual indica que todos los 

documentos presentados dentro del procedimiento administrativo se reputan 

como cierto (Principio de Veracidad), de manera que no correspondería restarle 

valor probatorio en tanto no contradigan su contenido.  

     

1.2.2. Medios probatorios: 

Se ofreció como medio probatorio el siguiente documento: 

- Informe Pericial Grafotécnico de fecha 07 de julio de 2015. 

 

1.3. Resolución emitida por la Comisión de Protección al Consumidor del 

INDECOPI 

 

Mediante Resolución Final N° 1102-2017/CC1 de fecha 10 de mayo de 2017, la 

Comisión de Protección al Consumidor (en adelante, la Comisión), resolvió lo 

siguiente: 
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Primero: Declarar infundada la denuncia interpuesta por el 

señor Julio Jerí Carzola contra Scotiabank Perú S.A.A. por 

presunta infracción de los artículos 18° y 19° de la Ley N° 

29571, Código de Protección y Defensa del Consumidor, 

respecto al hecho que la entidad financiera habría permitido que 

terceros cobren los cheques que le pertenecían al denunciante, 

en tanto se ha verificado que el consumidor realizó el cobro de 

dichos títulos valores.  

Segundo: Denegar la solicitud de medidas correctivas 

solicitadas por el señor Julio Jerí Carzola. (Pág. 11) 

 

Los fundamentos que motivaron la Resolución de la Comisión fueron los siguientes: 

Respecto de que el Banco habría permitido que terceros cobren los cheques que 

pertenecían al denunciante.  

Sobre el particular, la Comisión consideró importante evaluar la formalidad y las 

causales para el debido cobro de los cheques previstos en la Ley N° 27287, Ley de 

Título Valores (en adelante, LTV).  

En ese sentido, refiere que no tendrán validez los cheques que no cumplan con las 

exigencias previstas en el artículo174° de la LTV, siendo obligación de las entidades 

financieras validar el cumplimiento de estos requisitos. 

Además, precisa que de conformidad con lo previsto en el artículo 190° de la 

mencionada norma, los casos de cheques emitidos con cláusulas “no transferibles”, 

“no negociables” u otra equivalente, solo deberán ser pagados a la persona en cuyo 

favor fue emitida. Igualmente, refiere que en el artículo 212° de la LTV se recoge la 

obligación de las entidades financieras  de no pagar los cheques a quien no es 

beneficiario del mismo cuando contienen la cláusula “no negociable” u otra 

equivalente. (Ley de Titulos Valores - Ley N° 27287, 2000) 

En resumen, la Comisión precisa que las entidades financieras tienen la obligación  

de verificar (i) el cumplimiento de los requisitos detallados en el artículo 174° de la 

LTV; y, (ii) si el que solicita el cobro del cheque “no negociable” es la persona a 

favor de quien se emitió el documento. 

De ahí que la Comisión respecto a la obligación (i) confirmó que los cheques N° 

05441802-5 y N° 05441801, cumplen con los requisitos formales, toda vez que 

contienen: la identificación del beneficiario, lugar y fecha de emisión, orden de pago 

de una cantidad determinada, entre otros. Ahora, respecto a la obligación (ii) advirtió 

que los cheques materia de evaluación cuentan con la cláusula de “No negociable”, 

de modo que solo podrían ser cobrados por el señor Jerí.  

De la evaluación de los cheques se observó que los mismos fueron cobrado por el 

señor Jerí quién endosó cada uno de ellos; sin embargo, el denunciante manifiesta 

desconocer  la firma  consignada en los títulos. 

Sobre el particular, la Comisión  invocó el Informe Pericial Grafotécnico de fecha 07 

de julio de 2015, mediante el cual el perito concluyó que las tres firmas cuestionadas 

(los dos cheques y el voucher de depósito de fecha 25 de marzo de 2011) proceden 

de su puño y letra del denunciante. En ese sentido, declara infundada la denuncia, en 
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tanto no quedó acreditado que el Banco haya permitido que terceros cobren los 

cheques del señor Jerí.  

1.4. Recurso de Apelación  

 

Mediante escrito del 06 de junio de 2017, el señor Jerí presentó un recurso de 

apelación contra la Resolución Final N° 1102-2017/CC1 emitida por la Comisión de 

Protección al Consumidor N° 1, la cual declaró INFUNDADA la denuncia al no 

haberse acreditado que el Banco permitió que terceros cobraran los cheques del señor 

Jerí . 

 

1.4.1. Fundamentos de hecho y derecho 

 

El señor Jerí en total desacuerdo con el pronunciamiento de la Comisión 

formula recurso de apelación sobre la base de los siguientes fundamentos:  

En su denuncia mediante el documento denominado “Adenda” consignó 

documentación que sustentaba una orden de pago por la suma de S/1,761.88, la 

cual junto a los dos cheques cuestionados ascendería al total de S/26,441.45 

soles; sin embargo, la Comisión habría omitido pronunciarse sobre dicho 

documento. 

 

Adicional a ello, reitera que no realizó las rúbricas consignadas en los cheques 

cuestionados, siendo que las mismas habrían sido suplantadas por el Banco, 

utilizando las 10 firmas plasmadas en un formato a pedido de la entidad 

financiera al momento de acercarse para tramitar su reclamo.  

 

Por otro lado, manifiesta que es falso que el Banco le hubiera remitido la 

totalidad de las copias de los cheques, pues solo remitió una copia ilegible del 

cheque ascendente a S/20, 383.81. 

 

Finalmente, indica que la Comisión solo analizó las infracciones vinculadas a 

los cheques de S/20,383.81 y S/ 2,377.02, omitiendo pronunciarse sobre la otra 

orden de pago, la cual habría sido informada a través de su denuncia y escrito 

de fecha 2 de mayo de 2017, por lo que exige al Banco la exhibición de los 

cheques materia de controversia.  

 

1.5. Resolución emitida por la Sala Especializada en Protección al Consumidor del 

INDECOPI  

Mediante Resolución N° 0263-2018/SPC de fecha 09 de febrero de 2018, la Sala 

Especializada en Protección al Consumidor (en adelante, la Sala), resolvió lo 

siguiente: 

REVOCAR la Resolución Final N° 1102-2017/CC1 de fecha 

10 de mayo de 2017, emitida por la Comisión de la Protección al 

Consumidor – Sede Lima Sur N° 1, que declaró  infundada la 

denuncia interpuesta por el señor Julio Jerí Carzola contra 

Scotiabank S.A.A., por presunta infracción a los artículos 18° y 

19° de la Ley 29571, Código de Protección y Defensa del 

Consumidor; y, en consecuencia, se declara improcedente la 

misma, tras acreditarse la prescripción de la facultad 
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sancionadora respecto del hecho denunciado, consistente  en el 

presunto cobro indebido de los cheques materia de denuncia 

emitidos el 25 de marzo de 2011. (Pág. 14) 

Los fundamentos que motivaron la Resolución de la Sala fueron los siguientes: 

Respecto de que habría pronunciado o no sobre la totalidad de argumentos 

formulados en la denuncia del señor Jerí Carzola 

El señor Jerí cuestionó el hecho de que la Comisión no se habría pronunciado sobre 

la totalidad de su denuncia, toda vez que solo analizó las infracciones vinculadas a 

los cheques de S/20,383.81 y S/2,377.02, omitiendo pronunciarse sobre los otros 

cheques contenidos en su escrito denominado Adenda. 

Al respecto, la Sala luego de realizar una evaluación integral del escrito de denuncia 

y del documento denominado Adenda, observó que el señor Jerí no realizó un 

cuestionamiento del cobro indebido de cheques adicionales a los antes mencionados.  

Por otro lado, el denunciante manifestó mediante escrito de fecha 2 de mayo de 2017 

que  habría reiterado el cuestionamiento respecto a la falta de pronunciamiento de la 

Comisión sobre estos cheques adicionales. No obstante, la Sala advierte que dicho 

escrito resulta extemporáneo a la notificación de la resolución  que admite a trámite 

la denuncia, por lo que no corresponde en virtud del artículo 428° del Código 

Procesal Civil considerarlo como hecho materia de cuestionamiento.  

Respecto de que se habría permitido que terceros cobren los cheques de S/ 

20,383.81 y S/2,377.02 pertenecientes al señor Jerí Carzola 

La Sala invocó en el presente caso prescripción de la Autoridad Administrativa para 

investigar y sancionar las infracciones que hubiera cometido el proveedor en la venta 

de bienes y prestación de servicios. 

La Sala argumentó en su pronunciamiento que el denunciante contaba con una 

pensión de jubilación activa en AFP Integra, la cual se encontraba bajo la modalidad 

de “Renta Temporal con Renta Vitalicia Diferida”.  

También refiere que según las boleta de pagos por concepto de pensión de Jubilación 

a favor del señor Jerí, se observa que  el último pago dado por la AFP Integra fue en 

marzo de 2011, y que estos fueron materializados a través de los cheques en 

cuestión.  

En ese sentido, la Sala considera que al estar vinculado los cheques materia denuncia 

a los pagos de su pensión de jubilación, el señor Jerí se encontraba en la posibilidad 

de conocer sobre su existencia y posible cobro indebido desde el mes de marzo de 

2011, considerando que el denunciante contaba con acceso para conocer el capital de 

los fondos en virtud de los cuales se iba a calcular el monto de su pensión.  

Además, que de la evaluación de la consulta de saldos disponibles en su cuenta, se 

aprecia que el 25 de marzo de 2011, fecha en que se realizó los presuntos cobros 

indebidos, se efectuó también un depósito en la cuenta del señor Jerí por la suma de 

S/19,760.83, verificándose posteriores retiros que pudieron ser  advertidos por este.  

Dicho ello, la Sala considera que el plazo prescriptorio se computa desde marzo de 

2011, dado que desde dicho momento  el denunciante pudo tomar conocimiento de la 

presunta infracción denunciada; sin embargo, el señor Jerí presentó su denuncia el 12 
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de setiembre de 2016, excediendo el plazo prescriptorio de dos (02) años establecido 

en el artículo 121° del Código de Protección y Defensa del Consumidor.    

 

2. Identificación y análisis de los principales problemas jurídicos del expediente. 

 

2.1.Cuestiones Materiales: 

 

2.1.1 El Banco habría permitido que terceros cobren indebidamente sus 

cheques. 

 

a) Identificación: 

  

El señor Jerí señaló que el Banco habría permitido que terceros cobren los dos 

(02) cheques emitidos por AFP Integra el 25 de marzo de 2011, por las sumas 

de S/20,383.81 y S/2,377.02. 

 

El Banco por su parte manifestó haber realizado una pericia grafotécnica, en la 

cual se concluyó que las tres (03) firmas cuestionadas (los dos cheques y el 

voucher de depósito) proceden del puño y letra del señor Jerí. 

 

b) Análisis: 

 

La Ley de Títulos Valores (en adelante, LTV) reviste medidas formales para la 

validez de los cheques y causales mediante las cuales las entidades financieras 

no deberían hacer efectivo el pago de cheques.  

 

Así, el artículo 175° de la LTV dispone que no tendrá validez el cheque que 

carezca de algunos de los siguientes requisitos:  

Artículo 174.- Contenido del Cheque  

El Cheque debe contener: 

a) El número o código de identificación que le corresponde; 

b) La indicación del lugar y de la fecha de su emisión; 

c) La orden pura y simple de pagar una cantidad determinada   

de dinero, expresada ya sea en números, o en letras, o de ambas 

formas; 

d) El nombre del beneficiario o de la persona a cuya orden se 

emite, o la indicación que se hace al portador; 

e) El nombre y domicilio del banco a cuyo cargo se emite el 

Cheque; 

f) La indicación del lugar de pago; 

g) El nombre y firma del emitente, quien tiene la calidad de 

obligado principal. 

 

Adicional a ello, el artículo 190° de la LTV precisa que en el caso de los 

cheques emitidos con la cláusula “no negociable” u otra equivalente, solo 

deberá ser pagada a la persona en cuyo favor hayan sido emitidas. En esa línea, 

también el artículo 212° de la LTV señala taxativamente las causales que la 

entidad financiera deberá tener en consideración para no pagar los cheques 

girados a su cargo, encontrándose entre dichas causales, el cheque que contiene 
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la cláusula no negociable y que no es cobrado por la persona en cuyo favor fue 

emitida. (Ley de Titulos Valores - Ley N° 27287, 2000) 

 

2.2.Cuestiones Procesales 

 

2.2.1. Prescripción: perdida de la Autoridad Administrativa para determinar la 

existencia de una conducta infractora.   

  

a) Identificación: 

 

El 12 de setiembre de 2016, el señor Jerí presentó su denuncia ante la 

Comisión de Protección al Consumidor del INDECOPI por presunto cobro 

indebido de los cheques emitidos por las sumas de S/20,383.81 y S/2,377.02, 

ambos con fecha de emisión 25 de marzo de 2011.  

 

Los cheques en mención fueron emitidos en virtud a su pensión de jubilación 

en AFP Integra, de modo que los referidos pagos se encontraban vinculados a 

la cuenta individual de jubilación del denunciante.   

 

b) Análisis: 

 

El artículo 121° del Código de Protección y Defensa del Consumidor prevé que 

el plazo de prescripción para sancionar los ilícitos administrativos en materia 

de protección al consumidor es de dos años. En efecto, la norma en mención 

dispone que la acción para sancionar las infracciones prescriben a los dos (02) 

años de cometido dicho ilícito, por lo que transcurrido dicho plazo la Autoridad 

Administrativa perderá la facultad para investigar y sancionar posibles 

conductas infractoras. (TUO del Código de Protección y Defensa del 

Consumidor - Ley N° 29571, 2019)  

 

Asimismo, la referida norma precisa que el cómputo del plazo prescriptorio se 

aplicará según lo dispuesto por el artículo 252° del TUO de la Ley de 

Procedimiento Administrativo General (en adelante, LPAG), la cual establece 

infracciones de carácter instantánea, permanentes, continuada:
 1

 

“Artículo 252.- Prescripción  

(…) 

252.2 EI cómputo del plazo de prescripción de la facultad para 

determinar la existencia de infracciones comenzará a partir 

del día en que la infracción se hubiera cometido en el caso de 

las infracciones instantáneas o infracciones instantáneas de 

efectos permanentes, desde el día que se realizó la última acción 

constitutiva de la infracción en el caso de infracciones 

continuadas, o desde el día en que la acción cesó en el caso de 

las infracciones permanentes. (…)” (Resaltado nuestro) 

                                                           
1
  El Código hace referencia al artículo 233° de la Ley de Procedimiento Administrativo General, esto fue antes de la aprobación del TUO de 

la Ley de Procedimiento Administrativo General, donde lo dispuesto en dicho artículo ahora se encuentra en el artículo 252° del TUO de 
la Ley de Procedimiento Administrativo General. 
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De este modo, la Administración se encuentra obligada a verificar si se ha 

cumplido o no el plazo para ejercer su potestad sancionadora, siendo éste un 

presupuesto de procedibilidad necesario para evaluar  el fondo de la 

controversia.  

 

2.2.2. Respecto de que la Comisión no se habría pronunciado sobre los otros 

cheques adicionales a los de S/20,383.81 y S/2,377.02. 

 

a) Identificación: 

 

El señor Jerí manifestó mediante su escrito de apelación que la Comisión no se 

habría pronunciado sobre la totalidad de su denuncia, toda vez que solo habría 

analizado las infracciones vinculadas a los cheques S/20,382.81 y S/2,377.02, 

dejando de lado pronunciarse sobre los cheques adicionales que fueron de su 

conocimiento mediante el documento denominado Adenda. Además, indica 

haber incidido sobre dicho extremo mediante su escrito de fecha 02  de mayo 

de 2017. 

 

b) Análisis: 

 

El artículo 139° de la Constitución Política del Perú en sus numerales 3) y 14) 

recoge el principio del debido procedimiento, el cual involucra el derecho que 

tiene todas las partes a exponer sus argumentos, a ofrecer pruebas y a obtener 

una decisión motivada que resulte congruente con las peticiones formuladas 

por los administrados.  

 

Dicho ello, en el artículo 189° de la LPAG se dispone que los 

pronunciamientos de la autoridad administrativa deben referirse a los pedidos 

que los administrados formulen en sus escritos y recursos impugnatorios, sin 

agravar su situación inicial y sin perjuicio de que la administración haga uso de 

su prerrogativa de iniciar un nuevo procedimiento de oficio, de ser el caso. 

(TUO de la Ley de Procedimiento Administrativo General - Ley N° 27444, 

2016) 

 

Adicional a ello, se debe tener en cuenta que en casos de ampliación de 

denuncia, el artículo 428° del Código Procesal Civil establece, en forma 

supletoria, la oportunidad para solicitar la ampliación de una denuncia, la cual 

puede ser extendida hasta antes de la notificación de imputación de cargos; 

siendo que luego de ello, no resultaría factible cuestionar hechos distintos a los 

que fueron materia de denuncia.   

 

3. Posición fundamentada sobre las resoluciones emitidas y los problemas jurídicos 

identificados 

 

3.1.Posición Fundamentada sobre los Problemas Jurídicos Identificados. 

 

3.1.1. El Banco habría permitido que terceros cobren indebidamente sus 

cheques 
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El señor Jerí señaló que el Banco habría permitido que terceros cobren los dos 

(02) cheques emitidos por AFP Integra el 25 de marzo de 2011, por las sumas 

de S/20,383.81 y S/2,377.02. 

 

Sobre el particular, debo precisar que a la luz de lo previsto por la LTV, los 

cheques cuentan, por un lado, con exigencias de forma y, por otro, con 

obligación de observar causales para su debido cobro.  

 

Respecto a exigencias de forma, el artículo 175° de la LTV dispone que no 

tendrá validez los cheques que carezca de alguno de los requisitos identificados 

en el artículo 174° del mismo cuerpo normativo: cuando estos no consignen el 

número de identificación del cheque, nombre del beneficiario, la orden de 

pagar una cantidad determinada, entre otros, de modo que la entidad financiera 

no podrá hacer efectivo el pago de los cheques si observa la ausencia de 

algunos de estos requisitos. (Ley de Titulos Valores - Ley N° 27287, 2000) 

 

Por otro lado, respecto a la observancia de causales para el debido cobro, debo 

mencionar que el artículo 212° de la LTV señala que en los casos en que los 

cheques contengan cláusulas de “no negociable”, la entienda financiera deberá 

verificar que el cobrador sea la persona en cuyo favor haya sido emitida. 

Siendo que no podrán cobrar los cheques aquellas personas distintas al 

beneficiario. (Ley de Titulos Valores - Ley N° 27287, 2000) 

 

De la evaluación de los cheques materia de cuestionamiento, se observa que 

estos cumplen con los requisitos formales previstos en el artículo 174° de la 

LTV, así como la causal para hacer efectivo el pago de cheques con cláusulas 

no negociable al beneficiario del mismo. No obstante, el denunciante 

manifiesta desconocer la firma  consignada en ellos. 

 

Al respecto, se presentó un Informe Pericial Grafotécnico de fecha 07 de julio 

de 2015, mediante el cual el perito concluyó que las tres firmas cuestionadas 

(los dos cheques y el voucher de depósito de fecha 25 de marzo de 2011) 

proceden de su puño y letra del denunciante. Por ello, se concluye que el cobro 

de los dos cheques emitidos a favor del señor Jerí no fue cobrado 

indebidamente.  

 

3.1.2. Prescripción: perdida de la Autoridad Administrativa para determinar la 

existencia de una conducta infractora.   

 

Al respecto, debo precisar que el 12 de setiembre de 2016, el señor Jerí 

presentó su denuncia ante la Comisión de Protección al Consumidor del 

INDECOPI argumentando presuntos cobros indebidos de los cheques emitidos 

por las sumas de S/20,383.81 y S/2,377.02, ambos por conceptos de jubilación 

en AFP Integra con fecha emisión 25 de marzo de 2011. 

 

En ese sentido, ha quedado acreditado en atención a los medios probatorios 

presentados por el denunciante, que éste contaba con una pensión de jubilación 

activa por parte de AFP Integra y que los cheques materia de cuestionamiento 

fueron emitidas en virtud a la pensión de jubilación del denunciante. 
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Además, que al estar asociado el pago de su pensión con los cheques materia 

de cuestionamiento, el denunciante puedo conocer a través de su cuenta 

previsional, la existencia de estos y su presunto cobro indebido desde marzo de 

2011.   

 

Dicho ello, el plazo de prescripción debe computarse desde marzo de 2011, 

dado que en dicho momento el denunciante tuvo la oportunidad de conocer a 

través de su cuenta de jubilación la existencia de los cheques y el cobro 

indebido de los mismos.   

 

Adicional a ello, también se deberá evaluar que de acuerdo al reporte de 

Movimientos del Estado de Cuenta, se advierte que en la misma fecha que se 

realizaron los presuntos cobros indebidos, se efectuó un depósito por la suma 

de S/19,7060.83, el cual también pudo ser advertido por el señor Jerí. 

 

Por ello, considero que el plazo prescriptorio de 02 años debe computarse 

desde marzo de 2011, dado que desde dicho momento el denunciante pudo 

tomar conocimiento de la presunta infracción denunciada; sin embargo, el 

señor Jerí presentó su denuncia el 12 de setiembre de 2016. 

 

 

3.1.3. Respecto de que la Comisión no se habría pronunciado sobre los otros 

cheques adicionales a los de S/20,383.81 y S/2,377.02. 

 

El señor Jerí alegó que la Comisión no se habría pronunciado sobre la totalidad 

de su denuncia, toda vez que solo habría analizado las infracciones vinculadas 

a los cheques S/20,382.81 y S/2,377.02, dejando de lado pronunciarse sobre los 

cheques adicionales que fueron de su conocimiento mediante el documento 

denominado Adenda.  

 

Al respecto, debo precisar que luego de una evaluación integral  tanto de la 

denuncia como del documento denominado Adenda, no se ha logrado advertir 

ningún tipo de cuestionamiento por parte del señor Jerí sobre cheques 

adicionales a los que son materia de controversia.  

 

En este punto, debemos aclarar que en el documento Adenda el señor Jerí hizo 

mención a una orden de pago; sin embargo, se advierte que la sola mención de 

la orden de pago no hace suponer a la autoridad administrativa la existencia de 

alguna controversia, ya que según lo previsto en la Directiva Nº 006-2017-

DIR-COD-INDECOPI, se debe expresar de formar clara la objeción que tiene 

el denunciante sobre los hechos narrados en su denuncia, lo cual no ha ocurrido 

en el presente caso.  

 

3.2.Posición Fundamentada sobre las Resoluciones Emitidas 

 

En el presente capítulo corresponde brindar mi opinión respecto a los hechos 

contenidos en el expediente materia del presente Informe, el cual se encuentra 

alineado con el pronunciamiento de la Sala por los siguientes fundamentos: 
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3.2.1. Determinar si la  Comisión se habría pronunciado o no sobre la totalidad 

de los hechos cuestionados por el señor Jerí Carzola.  

 

En principio, resulta oportuno recordar que el artículo 10° del TUO de la 

LPAG establece como una de las causales de nulidad de pleno derecho el 

defecto u omisión de alguno de sus requisitos de validez del acto 

administrativo, entre los que se encuentra, la exigencia que contar con un 

procedimiento regular para la generación del acto administrativo, es decir, que 

la validez de un acto administrativos dependerá -entre otros requisitos- del 

respeto que la autoridad administrativa muestre al debido procedimiento, pues 

tal requisito involucra el derecho que tiene las partes a exponer sus 

argumentos, a ofrecer pruebas y a obtener una decisión motivada que resulte 

congruente con las peticiones formuladas por los administrados. (TUO de la 

Ley de Procedimiento Administrativo General - Ley N° 27444, 2016) 

Bajo ese razonamiento, debemos indicar que en el presente caso lo que nos 

ocupa es determinar si la Comisión habría vulnerado o no el debido 

procedimiento al no pronunciarse sobre la totalidad de los cargos  que habría 

formulado el denunciante, toda vez que en su recurso de apelación ha 

cuestionado el hecho de que la Comisión no se habría pronunciado sobre todas 

las formulaciones de cargos contempladas en su denuncia, debido a que solo 

analizó las infracciones relacionadas a los cheques S/20,383.81 y S/2,377.02, 

omitiendo pronunciarse sobre la orden de pago ascendente a S/1,761.88 pese a 

que informo a la Comisión sobre su existencia mediante el documento 

denominado “Adenda”. 

Sobre el particular, considero  que el cuestionamiento planteado por el señor 

Jerí Carzola carece de todo sustento y asidero legal,  toda vez que de la 

evaluación integral del documento denominado “Adenda”, no se observar 

ningún cuestionamiento sobre títulos valores u órdenes de pago, adicionales a 

los cheques S/20,383.81 y S/2,377.02. 

En efecto, de la revisión de su escrito de denuncia de fecha 12 de setiembre de 

2016, el señor Jerí Carzola solo cuestionó el cobro indebido de dos cheques 

ascendentes a S/ 20,383.81 y S/2,377.00. Veamos a continuación:  

«1. Con fecha 09 de julio de 2015, mediante requerimiento N° 

170-R-2015000242, solicité a Scotiabank se sirva informar el 

estado de los cheques emitidos con fecha 25 de marzo de 2011 

por el AFP Integra, por la suma de S/20,383.81 (Veinte Mil 

Trescientos Ochenta  y Tres y 81/100 Nuevos Soles) y por 

S/2,377.02 (Dos Mil Trescientos Setenta y Siete y 02/100 

Nuevos Soles. 

 

2. Mediante comunicación escrita de fecha 06 de junio de 2015, 

esta entidad financiera informó que luego de las verificaciones 

realizadas, validaron que los cheques de gerencia en MN N° 

5441801 y 5441802 por los importes S/20,383.81 y S/2,377.02 

respectivamente, fueron cobrados supuestamente por mi persona 

y depositados parcialmente el mismo día en mi cuenta de 

ahorros en moneda nacional N° xxxx4144 y posteriormente 

retirados (…)» 
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Así, del tenor del escrito de denuncia se podrá verificar que el denunciante no 

ha cuestionado ninguna orden de pago adicionales a los cheques ascendentes a 

S/ 20,383.81 y S/2,377.00. 

Además, que también se observa que en el documento denominado “Adenda”, 

el cual obra en calidad de anexo a su denuncia, el señor Jerí no formuló ningún 

tipo de cuestionamiento sobre algún título valor adicional a los antes 

mencionados. 

Así, de la evaluación integral del mencionado documento, se advierte que el 

denunciante no ha cuestionado ningún título valor adicional a los antes 

mencionados, limitándose tan solo a mencionar la existencia sobre la orden de 

pago ascendente a S/1,761.88.  

Al respecto, debemos advertir que la sola mención no hace suponer a la 

autoridad administrativa la existencia de alguna controversia, ya que según lo 

previsto en la Directiva Nº 006-2017-DIR-COD-INDECOPI que regula los 

procedimientos en materia de protección al consumidor, en su artículo IV del 

referido cuerpo normativo, se menciona que las denuncia por infracción a las 

normas de protección al consumidor, deberán contener “la enumeración de 

cada una de las infracciones por las cuales se denuncia al proveedor, 

expuestas de manera ordenada, clara y concreta. Para ello, deberá enumerar 

los defectos en el producto o servicio, además de indicar la fecha de 

ocurrencia de cada infracción”; en otras palabras, lo que la norma ordena es 

que el denunciante planteé de forma expresa el hecho materia de 

cuestionamiento. Sin embargo, como bien se ha comentado en el presente caso, 

el denunciante no ha expuesto cuestionamiento alguno sobre la orden de pago 

ascendente S/1,761.88, pues tan solo se limitó a señalar su existencia, sin 

realizar ningún tipo de objeción.  

Por otro lado, de la revisión integral del expediente administrativo, se puede 

apreciar que el denunciante mediante escrito de fecha 03 de mayo de 2017 

recién solicitó de manera expresa a la Comisión que se sirva atender su 

cuestionamiento sobre la orden de pago ascendente a S/1,761.88; sin embargo, 

coincido con la Sala al determinar que dicho cuestionamiento no puede ser 

admitido como una ampliación de hechos imputados, puesto que resulta 

extemporánea a la resolución que admite a trámite la denuncia.  

En efecto, debemos mencionar que con fecha 03 de mayo de 2017, el señor Jerí 

Carzola habría cuestionado la orden de pago de S/1,761.88; sin embargo, la 

presentación de dicho documento fue realizado en un momento posterior a la 

notificación de imputación de cargos que tuvo como fecha 15 de noviembre de 

2016, por lo que no corresponde admitir a trámite el presente hecho 

cuestionado por el denunciante. 

Bajo ese razonamiento, el artículo 428° del Código Procesal Civil2, norma de 

aplicación compatible al presente procedimiento, indica que “el demandante 

                                                           
2  Código Procesal Civil (Aprobado por Decreto Legislativo Nº 768) 

Artículo 428º.- Modificación y ampliación de la demanda  
El demandante puede modificar la demanda antes que ésta sea notificada. (…).  
Artículo 438º.- Efectos del emplazamiento  
El emplazamiento válido con la demanda produce los siguientes efectos:  
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puede modificar la demanda antes de que esta sea notificada”, siendo para el 

presente caso, que el señor Jerí tuvo hasta antes de la notificación de 

imputación de cargo la posibilidad de modifica y/o ampliar los hechos materia 

de imputación; sin embargo, no lo hizo sino hasta seis meses después de 

notificada la imputación de cargos. Por tales consideraciones, me encuentro de 

acuerdo con lo resuelto por la Sala Especializada de Protección al Consumidor. 

3.2.2. Determinar si el Banco habría o no permitido que terceros cobren los 

cheques de S/ 20,383.81 y S/2,377.02 pertenecientes al señor Jerí Carzola. 

 

Sobre el particular, es preciso informar que el señor Jerí Carzola denunció el 12 

de setiembre de 2016 ante la Comisión de Protección al Consumidor del 

INDECOPI que el Banco habría permitido indebidamente que terceros 

efectuaran el cobros de los cheques emitidos a su favor por las sumas de 

S/20,383.81 y S/2,377.02, ambos con fecha de emisión 25 de marzo de 2011. 

 

Al respecto, debo mencionar que la Autoridad Administrativa como 

presupuesto necesario para evaluar el fondo de la denuncia, deberá primero 

verificar si se ha cumplido o no el plazo prescriptorio para ejercer su potestad 

sancionadora. 

 

En ese sentido, conviene analizar la institución jurídica de la prescripción en el 

marco del Código de Protección y Defensa del Consumidor y la LPAG.  

A nivel legal, la institución jurídica de la prescripción se encuentra consagrada 

en el artículo 252° Ley de Procedimiento Administrativo General - Ley 

N°27444, en los siguientes términos: 

“Artículo 252°.- Prescripción.- 

  252.1 La facultad de la autoridad para determinar la existencia 

de infracciones administrativas, prescribe en el plazo que 

establezcan las leyes especiales, sin perjuicio del cómputo de 

los plazos de prescripción respecto de las demás obligaciones 

que se deriven de los efectos de la comisión de la infracción. 

En caso ello no hubiera sido determinado, dicha facultad de la 

autoridad prescribirá a los cuatro (4) años. (…)” 

A nivel doctrinario, Zegarra Valdivia sostiene que “la prescripción es una 

limitación al ejercicio tardío del derecho en beneficio de la seguridad jurídica; 

por ello, se acoge en aquellos supuestos en los que la Administración, por 

inactividad deja transcurrir el plazo máximo legal para ejercitar su derecho a 

exigir o corregir las conductas ilícitas administrativas o interrumpe el 

procedimiento de persecución de la falta durante un lapso de tiempo”. 3 

                                                                                                                                                                                     
(…) 2. El petitorio no podrá ser modificado fuera de los casos permitidos en este Código.  

3
 ZEGARRA VALDIVIA, Diego - “La figura de la prescripción en el ámbito administrativo sancionador y su regulación en la Ley 27444, Ley de 

Procedimiento Administrativo General”, Lima – Peru, Pág.3. 
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Por su parte, Morón Urbina, indica que “la consecuencia de la prescripción es 

tornar incompetente en razón del tiempo al órgano sancionador para abrir o 

proseguir con el procedimiento sancionador”.4 

Así también a nivel Jurisprudencial, el Tribunal Constitucional mediante 

Sentencia emitida bajo Expediente 1805-2005-HC/TC, se ha ocupado de la 

definición de la prescripción en los siguientes términos: “La prescripción, 

desde un punto de vista general, es la institución jurídica mediante la cual, por 

el transcurso del tiempo, la persona adquiere derechos o se libera de 

obligaciones. Y, desde la óptica penal, es una causa de extinción de la 

responsabilidad criminal fundada en la acción del tiempo sobre los 

acontecimientos humanos o la renuncia del Estado al Ius Puniendi, en razón de 

que el tiempo transcurrido borra los efectos de la infracción, existiendo apenas 

memoria social de la misma. Es decir, que mediante la prescripción se limita la 

potestad punitiva del Estado, dado que se extingue la posibilidad de investigar 

un hecho criminal y, con él, la responsabilidad del supuesto autor o autores del 

mismo”5. 

 

Bajo ese razonamiento, se puede comprender que la prescripción en el marco 

de la LPAG, es aquella institución que limita o inactiva el poder de la 

Autoridad Administrativa para perseguir, corregir y sancionar conductas 

infractoras, por haber dejado transcurrir el plazo máximo legal para ejercitar el 

Ius Puniendi del Estado.  

Ahora, con relación a su plazo, el mismo artículo 252° del TUO de la LPAG, 

hace referencia que solo a la leyes especiales le corresponde determinar su 

plazo, siendo que en caso las leyes especiales no lo determinen, lo aplicable es 

el TUO de la LPAG.  

En ese sentido, y atendiendo a la materia que nos ocupa, debemos mencionar 

que el artículo 121° del Código de Protección y Defensa del Consumidor ha 

señalado que el plazo de prescripción para sancionar los ilícitos 

administrativos, en materia de protección al consumidor, prescriben a los dos 

(02) años contados a partir del día en que la infracción se hubiera cometido o 

desde que cesó, si fuera una infracción continuada, de modo que transcurrido 

dicho plazo, la autoridad administrativa pierde la potestad de investigar y 

sancionar las presuntas infracción que podrían cometer los proveedores, siendo 

que para el computo  del plazo de prescripción se aplica lo dispuesto en el 

artículo 252° del TUO de la LPAG, la cual toma como punto de partida para el 

inicio del cómputo prescriptorio si nos encontramos ante infracciones de 

naturaleza instantáneas, permanentes o continuadas. 

En ese orden de ideas, conforme a la normativa y doctrina expuesta en los 

párrafos precedentes, resulta acertado indicar que en el presente caso el 

INDECOPI no es competente para determinar la existencia sobre la supuesta 

                                                           
4 MORON URBINA, Juan Carlos – “Comentarios a la Ley de Procedimiento Administrativo General, Gaceta Jurídica, Décima Cuarta Edición- 

2019, pág. 478. 
5 Sentencia del Tribunal Constitucional emitida bajo Expediente Nº 1805-2005-HC/TC, sobre proceso de Hábeas Corpus interpuesto por 

don Miguel Abel González del Río contra la sentencia de la Segunda Sala Especializada Penal para Procesos con Reos en Cárcel de la Corte 
Superior de Justicia de Lima. 
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infracción materia de denuncia, toda vez que ha transcurrido más de dos (02) 

año desde que tuvo la posibilidad de conocimiento el denunciante:  

Respecto a este punto, debo mencionar que el denunciante contaba con una 

pensión de jubilación por parte de AFP Integra, la cual según boletas de pagos, 

se encontraban bajo la modalidad de Renta Temporal con Renta Vitalicia 

Diferifa. Veamos a continuación: “Este es el último pago de la Renta 

Temporal contratada. A partir del mes de abril la Compañía de Seguros 

INVITA SEGUROS DE VIDA empezará a pagar su renta vitalicia en soles el 

pago seguirá haciéndose por intermedio de Integra, bajo ventanilla (…)" 

Sobre este punto, debo mencionar que la Ley del Sistema Privado de 

Administración de Fondos de  Pensiones (en lo sucesivo, Ley del SPP), recoge 

diversas modalidades para hacer efectiva la pensión de jubilación. Entre las que 

se encuentra, la “Renta Temporal con Renta Vitalicia”  la cual importa una 

modalidad que posee 2 etapas: la primera etapa, consiste en una renta temporal, 

cuya parte del fondo es administrados por la AFP para otorgarle al afiliado una 

pensión mensual en un plazo máximo de 5 años y; la segunda etapa, consiste 

en una renta vitalicia diferida, la cual constituye el saldo restante del fondo que 

es entregada a una compañía de seguros para que ésta otorgue una pensión de 

jubilación de por vida al afiliado.  

Se debe mencionar que la primera etapa (Renta Temporal) permite recibir 

pagos mensuales durante el periodo que medie entre que el afiliado ejerce su 

opción por dicha modalidad y la fecha en que la Renta Vitalicia empieza ser 

pagada. 

Atendiendo a ello y a la evaluación de los medios probatorios que obran en el 

procedimiento, se puede colegir que  los títulos valores materia de denuncia 

tienen correspondencia directa con las boletas de pago emitidas por AFP 

Integra en razón a la Renta Temporal.  

En ese sentido, y en base a lo afirmado por el denunciante y las pruebas 

presentadas en el procedimiento, se toma como un hecho cierto que los 

cheques materia de denuncia fueron emitidos en virtud a la renta por jubilación 

del denunciante y, que al estar estrechamente vinculados a la pensión de 

jubilación, hace realmente posible que el señor Jerí se haya encontrado en la 

posibilidad de conocer sobre su existencia y respectivo cobro desde que se 

ejecutaron los mismos (marzo de 2011), puesto que contaba con accesos para 

conocer el capital y saldos de su cuenta previsional. 

Por tanto, el computo del plazo prescriptorio se inicia desde marzo de 2011, 

debido a que desde ese momento el denunciante puedo tomar conocimiento de 

la presunta infracción materia de denuncia, es decir, los presuntos cobros 

indebidos de los cheques emitidos por las suma de S/20,388.81 y S/2,377.02. 

Además, que resulta acertado precisar que en la misma fecha y agencia de San 

Isidro en que los cheques materia de cuestionamiento fueron cobrados,  se 

realizó un depósito por la suma de S/19,760.83 en la cuenta de titularidad del 

señor Jerí, en la cual también pudo ser advertidos por el denunciante.  

Sin embargo, el denunciante formulo su denuncia recién el 12 de setiembre de 

2016, es decir, luego de haber transcurrido más de 5 años desde que se habría 

realizado la supuesta infracción materia de cuestionamiento. 
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De este modo, se aprecia que el señor Jerí Carzola excedió el plazo 

prescriptorio de dos años previsto en el artículo 121° del Código de Protección 

y Defensa del Consumidor, pues formuló su denuncia luego de transcurrir más 

de cinco (05) años desde que se encontraba en la posibilidad de conocer sobre 

su existencia y el supuesto cobro indebido mediante el acceso al estatus del 

saldo de su fondo previsional.  

4. Conclusiones: 

 

- La Comisión yerra al haberse pronunciado sobre el fondo de la denuncia, sin verificar 

previamente si cuenta con la facultad para investigar y sancionar la conducta denunciada. 

- Se determinó correctamente la prescripción de la potestad sancionadora pronunciarse sobre 

el presunto cobro indebido de cheques emitidos el 25 de marzo de 2011.   

- La Sala determinó correctamente el extremo relacionado a la supuesta falta de 

pronunciamiento de todos los hechos denunciados por el señor Jerí, toda vez que de la 

evaluación de la denuncia y  del documento denominado Adenda, no se aprecia ninguna 

objeción sobre cheques adicionales a los  de S/20,388.81 y S/2,377.02. 

- La sola mención sobre la existencia de órdenes de pago, no supone alguna controversia, ya 

que según lo previsto en la Directiva Nº 006-2017-DIR-COD-INDECOPI,  se exige que el 

denunciante planteé de forma expresa el hecho materia de cuestionamiento. 
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6. Anexos:  

 

- Denuncia de fecha 12 de setiembre de 2016. 

- Contestación de denuncia de fecha 23de diciembre de 2016. 

- Admisorio de denuncia, Resolución N°1 de fecha 04 de noviembre de 2016. 

- Resolución de primera instancia de fecha 10 de mayo de 2017. 

- Resolución de segunda instancia de fecha 09 de febrero de2018.  

- Otro anexo - Boleta de pago.   

 

 

 

 

 

 

 

  

 

 

 

 

 

 






























































































































